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Resumen
El diseño de políticas públicas centradas en la equidad, cobra particular interés a escala internacional. El avance, en este sentido, precisa de un modelo de desarrollo que supere el acelerado agotamiento del patrimonio natural, a la vez que genere sistemas económicos que promuevan el acceso al empleo y el derecho a condiciones decentes de trabajo. En Cuba, el abordaje teórico y metodológico sobre la problemática del empleo no es un tema cualquiera. El proceso de actualización económica que experimenta el escenario laboral cubano, en su necesario propósito de hacer sostenibles conquistas esenciales de nuestro modelo socialista, registra múltiples desafíos en el encuentro entre género y trabajo. El presente estudio tiene el objetivo de analizar los principales desafíos que en materia de relaciones de género presenta la esfera laboral en la provincia Santiago de Cuba, focalizando su atención en el comportamiento de los indicadores más acusados en la configuración del empleo en los tres últimos años. Tales consideraciones, permiten dar cuenta de la transformación experimentada en los sujetos de trabajo en el marco del proceso de actualización del modelo económico social cubano.
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[bookmark: _GoBack]Introducción
El diseño de políticas públicas centradas en la equidad, cobra particular interés a escala internacional. El avance en este sentido, precisa de un modelo de desarrollo que supere el acelerado agotamiento del patrimonio natural, a la vez que genere sistemas económicos que promuevan el acceso al empleo y el derecho a condiciones decentes de trabajo.
En lo anterior, la desigualdad genera barreras muy marcadas que dificultan que las personas asciendan socialmente. Diversos informes de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe publicados en años recientes (2016, 2017, 2018; Abramo, Cecchini y Morales, 2019), apuntan a una correlación entre la desigualdad económica que viven varias regiones de América Latina y las inequidades de género, con énfasis en la precarización del trabajo femenino. A escala mundial, la posibilidad de que las mujeres participen en el mercado laboral sigue siendo 26,5 puntos porcentuales menos que la de los hombres, lo que trae consigo que tengan más probabilidades de estar desempleadas (OIT, 2018).
Pese a los constantes esfuerzos de organismos internacionales y el compromiso de numerosos gobiernos para revertir esta situación, son las mujeres quienes engrosan las listas de despidos, a la vez que incrementa su presencia en el empleo vulnerable o trabajo sumergido; tendencias poco alentadoras de una región que aún vive bajo un orden patriarcal.
En nuestro país, el abordaje teórico y metodológico sobre la problemática del empleo no es un tema cualquiera. El proceso de actualización económica que experimenta el escenario laboral cubano, en su necesario propósito de hacer sostenibles conquistas esenciales de nuestro modelo socialista, registra múltiples desafíos en el encuentro entre género y trabajo. Los bajos niveles de productividad constatados en sectores estratégicos de la economía, ya anunciaban el agotamiento de un modelo de gestión que desde los 90, tensionaban las políticas sociales con visibles impactos en el ensanchamiento de las desigualdades sociales (Espina, 2015).
El análisis en torno a la calidad y cantidad del empleo no escapa de este asunto. En 2011 se inicia un amplio proceso de reformas socioeconómicas tan solo comparable con las desplegadas en los años más críticos del período especial. Los cambios que se advierten en este sentido, modifican el papel del Estado como generador de fuentes de empleo, así como disminuye su aporte al fondo de la seguridad social (Echevarría y Díaz, 2017).
En esta lógica vale destacar, que si bien la política de pleno empleo jugó un rol central en cuanto acceso de un amplio número de trabajadores a determinados puestos de trabajo, hasta poco más de la primera década del presente siglo, la política vigente legitima a la gestión individual y familiar la búsqueda o creación de nuevas formas de empleos.
Ello exige un reordenamiento de los mecanismos económicos y legales a tono a las capacidades volitivas no solo de hombres y mujeres implicados en la nueva política, sino considerar adicionalmente la disponibilidad y calidad de los empleos. Entiéndase este último, como espacio que reivindica su rol generador de prácticas y relaciones sociales del trabajo, ante la emergencia de sujetos con notable (in)capacidad de adaptarse a la actual coyuntura laboral. A esta reflexión se incorpora, las visibles brechas que en algunos indicadores de empleo presentan las provincias orientales con relación al resto del país (Echevarría, Esquenazy y Rosales, 2018)
El presente estudio tiene el objetivo de analizar los principales desafíos que en materia de relaciones de género presenta la esfera laboral en la provincia Santiago de Cuba, focalizando su atención en el comportamiento de los indicadores más acusados en la configuración del empleo en el período 2011-2017. Tales consideraciones, permiten dar cuenta de la transformación experimentada en los sujetos de trabajo en el marco del proceso de actualización del modelo económico social cubano. 
Los Recursos Laborales de cara al desafío demográfico
Más allá del debate que en el plano teórico pudieran sostenerse sobre los Recursos Laborales, lo cierto es que su estudio continúa siendo un campo de reflexión científica atendiendo a los desafíos que impone la dinámica demográfica de la nación. Entendido como el conjunto de efectivos que trabajan, más aquellos que están en capacidad de hacerlo (Martín y Araujo, 2008), su análisis integral requiere dar cuenta de las competencias profesionales, las diferencias territoriales, de género y generacionales que lo atraviesan. Solo así, la configuración de políticas públicas pudiera enfocarse hacia la superación de brechas de equidad a escala territorial.
Una reflexión en torno al lugar que ocupa la población en el complejo encuadre de los recursos laborales de Santiago de Cuba, precisa dirimirse a partir de las personas en edad laboral. En el período que se analiza, la población en edad laboral representa el 63% del total de la provincia, en la edad prelaboral el 21% y en la poslaboral un 16%. Los hombres son mayoritarios en la edad prelaboral y laboral, mientras las mujeres superan un 61% a los varones en la edad poslaboral. No es casual que a partir de 2017, se experimente un cambio en la composición etaria de una parte significativa de dicha población. La cohorte de 45-49 años que hasta la fecha concentraba el mayor número de mujeres urbanas, se intercambia por la de 50-54 años. El espacio rural marca también sus peculiaridades, pues desde el 2015 se advierte el mismo proceso de envejecimiento, al sustituirse el tramo de edades de 40-44 por el de 45-49 años (CEPDE, 2016a, 2017, 2018). 
Tales dinámicas tensan las políticas de empleo atendiendo al bajo nivel de reemplazo de la fuerza de trabajo y su aprovechamiento en las estrategias territoriales de desarrollo. A este paulatino envejecimiento en la proporción de personas en edad de trabajar, se suma un contexto de marcada migración femenina hacia La Habana, Matanzas y Mayabeque como principales provincias receptoras (ONEI, 2019); la existencia de bajos niveles de fecundidad, en un marco en que el municipio Santiago de Cuba se sitúa en valores absolutos, como el de mayor cantidad de efectivos en la tercera edad del país[footnoteRef:1]. [1: Según el informe de Envejecimiento de la población cubana 2017, el municipio Santiago de Cuba se sitúa como el de mayor proporción de personas en la tercera edad con un total de 99 608 efectivos que superan los 60 años. De ellos 56 169 son mujeres, con mayor representatividad en zonas urbanas (ONEI, 2018a).
] 

En el periodo comprendido entre 2011 hasta el 2017, la población económicamente activa femenina decrece en cinco puntos porcentuales, equivalente a un total de 23 966 mujeres menos (ONEI, 2018b). Un examen a la estructura de la tasa de actividad económica (TAE) da cuenta de diferenciales etarias y de color de la piel que configuran el actual patrón de acceso al empleo. 
En todo el período las mujeres presentan menores tasas de actividad que los hombres. En 2011, la TAE femenina registra la cifra más alta (61.4%) aunque con una brecha de participación de un 24% respecto a los varones. A partir de ese momento experimenta un descenso que, si bien muestra oscilaciones entre sus años, no consigue incrementar sus valores al finalizar el intervalo. Sin dudas, tanto su incorporación como su aprovechamiento en los distintos sectores de la economía, revela un panorama contradictorio si se tiene en cuenta que hasta el 2015, la población femenina en edad laboral refleja ligeros aumentos en cada uno de los años. En términos más claros: crece la población femenina en edad laboral al mismo tiempo que decrece la ocupación.
Para el Censo de 2012, el pico de mayor tasa de actividad femenina se concentraba en la cohorte de 25-39 años de edad con un 59%, mientras decrece a medida que nos referimos a edades superiores. Según el color de la piel, este grupo etario estaba compuesto por un 63% de mujeres mestizas, un 24% de blancas y el 13% de negras (ONEI, 2014; CEPDE, 2016b).
La tasa de actividad económica a fines de 2017 resulta la más baja del período (63%) con desventaja para las féminas, quienes alcanzan un 51% de la tasa global de participación, cifra sustantivamente menor a la masculina (74,1%) (ONEI, 2018b). Uno de los efectos directos en esta brecha es la reducción de la contribución económica femenina al ingreso familiar. Ello representa, sin dudas, obstáculos en el alcance de mayor nivel de bienestar, especialmente para sus padres e hijos a quienes se destinan los principales gastos; así como la reproducción de una estructura de oportunidades con carácter diferencial por concepto de ingresos laborales.
Al analizar los ocupados en la economía se evidencia el mismo patrón de desigualdad: las mujeres se sitúan en posiciones inferiores respecto a sus pares varones. Aunque la tasa de ocupación ligeramente se recupera en la etapa 2013-2014, al final del período muestra una contracción en ambos sexos, que se torna particularmente visible en los últimos dos años. A su vez, la evolución experimentada en la estructura ocupacional, manifiesta un impacto diferenciado entre los grupos de trabajadores.
En cada uno de los años, se aprecia en el sector estatal un crecimiento de los ocupados en el sector terciario de la economía, sin dejar de emplear el 70% del total de trabajadores en la provincia (ONEI, 2018b).
En tanto, las ramas de Educación; Salud Pública y Asistencia Social, ocupan al 57% de mujeres trabajadoras. En igual orden, les siguen las ramas de Hoteles y restaurantes y la de Cultura y deporte. Este panorama ratifica el proceso de reestructuración que viene experimentando el empleo hacia el sector de los servicios, aunque su evolución se ha producido en un contexto de serias limitaciones de insumos, débil acceso a fuentes de financiamientos y lenta sustitución tecnológica, que explica su baja capacidad para generar salarios más atractivos, en relación a otras ramas de mayor productividad.
Otro de los efectos que ha acompañado el proceso de actualización del modelo económico ha sido el progresivo crecimiento del sector no estatal en la estructura global del empleo (Marquetti, 2017).
En el último quinquenio, se observa en la provincia un sostenido incremento de mujeres en la actividad por cuenta propia, a la vez que disminuyen desde el 2015 en la actividad cooperativa. Los hombres continúan siendo mayoría en ambos sectores con un visible incremento en el sector no estatal. 
Al cierre de diciembre de 2017, un total de 12 430 mujeres con empleo en la provincia se clasificaban como cuentapropistas. Entre las categorías más ejercidas figuran la de trabajador contratado con un total 3409 féminas, agentes de telecomunicaciones con 1586 mujeres, la modalidad de cafetería y alimentos ligeros con 856 y trabajadoras domésticas con 772 (MTSS, 2018). 
Las brechas detectadas en este sentido, confirman la creciente presencia masculina en la actividad cuentapropista a contrapelo de unos recursos laborales femeninos cuantiosos en su magnitud y niveles de calificación. A la luz de lo indicado, la marcada segregación de actividades en este sector, solapan precariedades en ocasiones difíciles de detectar por reproducirse bajo patrones históricos de desigualdad. Estas asimetrías funcionan en todo el tejido de relaciones, regulando la apropiación de activos entre hombres y mujeres, a la vez que se constituyen en privaciones u oportunidades para la concreción de sus aspiraciones profesionales.
Con respecto a la tasa de desocupación, el 2017 exhibe los valores más bajos en todo el período con un 2,3%. Si bien la desocupación femenina (2,8%) disminuye con respecto a años anteriores, aún mantiene valores superiores a los hombres como principal patrón en este indicador. Del total de desocupados en 2012, el 60% estaba compuesto por hombres. El análisis por color de la piel y zona de residencia, muestra un número importante de varones mestizos y piel negra con un valor de 3,3%; mientras la desocupación en mujeres se concentra en zonas urbanas, de piel mestiza (3,4%), seguida por mujeres blancas (3,2%) (ONEI, 2014; CEPDE, 2016b). 
En 2016 la provincia registró la quinta tasa más alta de desocupación del país y la segunda en desocupación femenina, superada por la provincia de Guantánamo (ONEI, 2017).
El trabajo doméstico no remunerado, es una de las múltiples dimensiones que excluyen a las mujeres en el alcance de experiencia laboral acreditable y de su capacidad para generar ingresos y protección social (CEPAL, 2016)

Según el Balance de Recursos Laborales de 2017, el 63% de la población no económicamente activa (PNEA) en Santiago de Cuba se constituía por mujeres, esencialmente en la categoría Quehaceres del hogar. El análisis de la PNEA por categorías nos muestra que Jubilado e incapacitado para el trabajo, Quehaceres del Hogar, y Estudiantes son las de mayor peso relativo y por tanto las que potencialmente, pueden propiciar mayores posibilidades de incremento de la población activa. 
Si estas categorías se intersectan por sexo, en Quehaceres del Hogar se localiza casi la totalidad de las mujeres; en Jubilado e Incapacitado para el trabajo ellas superan muy ligeramente a los hombres en un 0,54% mientras que, en el caso de los Estudiantes, los varones aventajan ligeramente a las féminas en un 0,82%. En esta última categoría, particular atención merece el municipio Santiago de Cuba, en que los hombres exceden un 18% a las féminas (ONEI, 2018c). Pareciera el comienzo de un cambio en el patrón de esta categoría, tradicionalmente representada por el sexo femenino. Sin embargo, en determinados niveles de enseñanza se aprecia una reducción de las mujeres graduadas en los últimos años (2018b), lo que resultaría conveniente su estudio considerando la confluencia de varios factores en curso, particularmente demográficos.
Estos resultados subrayan la necesidad de dedicar especial atención a la categoría “Quehaceres del Hogar” como fuente para el incremento de la proporción de mujeres al trabajo productivo, sin perder de vista su papel en la reproducción poblacional, en un contexto de envejecimiento, como el que ya tiene lugar en Cuba y que genera la necesidad de estudiar formas más viables de estimular la fecundidad o, al menos, facilitar que ellas -y sus parejas- cumplan su ideal reproductivo. 
No obstante, los bajos niveles de fecundidad y el consecuente envejecimiento de la población activa, son factores que comprometen el reemplazo de la fuerza laboral con notable sobrecarga para la Seguridad Social en la provincia.
Un mayor ingreso de las mujeres al trabajo, tendría un impacto significativo en la reducción de las múltiples condiciones que las excluyen de su proyecto profesional, garantizaría trayectorias laborales continuas y el goce efectivo de su autonomía económica. Para ello, el diseño de políticas públicas precisa de mayor gestión en los sistemas de corresponsabilidad del cuidado, en la que el territorio se constituya un espacio de innovación social. Solo así, la articulación de las estrategias de desarrollo a tono a las capacidades productivas, dotarían al trabajo de un enfoque distintivo de equidad.
Algunas propuestas para la transformación
· Orientar las políticas de empleo hacia las necesidades integrales de las personas, reconociendo las asimetrías en las relaciones de género y desde ejes de eficiencia como las capacidades productivas territoriales. En este sentido, las empresas estatales y privadas, de conjunto con las Direcciones de Trabajo Municipales, contribuirían a un diseño de formación orientado a jóvenes y mujeres procedentes de sectores vulnerables para su inserción en aquellos sectores con mayor demanda en el territorio. Los programas pueden incluir pasantías laborales en empresas, o servicios de cuidado para las madres en caso que lo requiera.
· Vinculado a lo anterior, se precisa de un nuevo enfoque que privilegie lo territorial como espacio que promueva el diagnóstico, la evaluación y posibles estrategias de incorporación de la fuerza de trabajo en nichos potenciales de empleo. De tal manera, los programas de capacitación a esta escala, promoverían determinadas competencias acordes a polos productivos existentes en el territorio y serviría de alternativa para el acceso laboral.
· Las estrategias de desarrollo no solo han de movilizar las reservas laborales sino además, las de eficiencia como elemento consustancial a ellas. Los entornos laborales aún cuentan con una generación formada dentro de la más estricta y valiosa experiencia que se precisa trasmitir a los más jóvenes.
· Promover evaluaciones cuantitativas y cualitativas referidas a proyectos de generación de empleos en la provincia. Un ejemplo de buenas prácticas en este sentido, resultó la auditoría regional de género de la cual nuestro país formó parte en 2018; y que devino en plataforma para el fortalecimiento del diálogo institucional y la medición de impactos en las políticas públicas sensibles al género.
· Se precisa establecer modos de coordinación intersectorial e interinstitucional, tanto en los niveles nacionales-locales y local-provincial en torno a la configuración de políticas macroeconómicas, políticas de empleo y políticas de equidad social. Este diálogo pudiera enfocarse a la población desocupada, con el fin de apoyar su colocación laboral o el desarrollo de una actividad por cuenta propia.
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